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RESUMEN 
 El derecho internacional por medio de diversos instrumentos, se ha encargado de impulsar el 
reconocimiento de los derecho y garantías que deben acompañar a las víctimas del delito a lo 
largo de las actuaciones judiciales que estas adelanten, estableciendo parámetros que buscan 
entre otras cosas involucrar a los Estados en el reconocimiento de estos derechos para que tengan 
claras sus obligaciones frente a las violaciones de derechos humanos que se cometan bajo su 
soberanía.  
En Colombia, la Constitución dio amplitud a los derechos de las víctimas poniendo de 
presente la posibilidad de obtener reparación integral y el restablecimiento de sus derechos 
dentro del proceso penal, dejando atrás las disposiciones que impedían que las personas 
afectadas con el delito obtuvieran verdad, justicia y reparación.  
Mediante el Acto Legislativo 03 de 2002 se le dio la calidad de interviniente especial, lo que 
hoy en día le permite participar en cada actuación que la involucre para exigir que los derechos 
afectados por la comisión de la conducta punible sean restablecidos y que se haga efectiva la 
protección constitucional establecida a su favor. Fue así como el rol de la víctima fue 
adquiriendo importancia progresivamente en el escenario jurídico hasta el punto de reconocer la 
integralidad y el carácter complementario de sus derechos. 
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ABSTRACT 
International law through some instruments, has been responsible for promoting the 
recognition of rights and guarantees that must accompany victims of crime in the judicial 
proceedings that they go ahead, establishing parameters that seek among other things to involve 
the States in the recognition of these rights so that they have their obligations clear before the 
violations of human rights that are committed under their sovereignty. 
In Colombia, the Constitution gave amplitude to the victims' rights, giving them the 
opportunity to obtain integral reparation and rights re-establishment within the criminal process, 
leaving behind the norms that did not allow the victims to obtain truth, justice and reparation. 
The Legislative Act 03/2002 gave the victims the status of special intervener, which today 
allows them to participate in every action that involves them to demand that the rights affected 
by the punishable conduct be restored and the constitutional protection established in their favor 
becomes effective. This is how the role of the victim has become important in the legal scenario 
to the point of recognizing the integrality and complementary nature of their rights. 
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INTRODUCCIÓN  
El Acto Legislativo 03 de 2002, otorgó a la Fiscalía General de la Nación funciones 
encaminadas a la protección de las víctimas, que propenden por la reparación integral y el 
restablecimiento del derecho, obligando al Estado a velar porque las garantías de las víctimas 
sean una realidad dentro del proceso. En cuanto a la reparación integral, si bien las normas 
procesales de 1971, 1981, 1987, 1991 y 2000 facultaban a los perjudicados para solicitar 
reparación dentro del proceso, dicha solicitud se limitaba a la obtención de una indemnización, 
fue con la reforma mencionada que se desarrolló el concepto de reparación, entendiendo que los 
derechos de las víctimas no pueden agotarse tan solo en el ámbito económico, pues su objetivo 
debe ser enmendar toda afectación derivada del delito, así las cosas, el ordenamiento jurídico hoy 
en día permite que las víctimas sean reparadas integralmente a través de medidas de restitución, 
satisfacción, rehabilitación, indemnización y garantías de no repetición.  
Por otra parte, el restablecimiento de derecho entendido como la obligación del juez de 
resolver los asuntos extrapenales derivados del proceso, con el objetivo de devolver las cosas al 
estado en que se encontraban antes de la ocurrencia del ilícito, fue desarrollada originalmente por 
el Decreto 181 de 1981, sin embargo, esta norma al ser declarada inconstitucional fue 
reemplazada por el Decreto 50 de 1987, que contenía la misma disposición al respecto en el 
artículo 16. Actualmente, el artículo 22 de la Ley 906 de 2004, establece que ya no sólo es 
responsabilidad del juez sino también de la Fiscalía General de la Nación adoptar medidas que 
pongan un alto a las consecuencias del delito, de manera que se restablezcan los derechos 
vulnerados en la medida en que sea posible, aun cuando no se tome decisión alguna sobre la 
responsabilidad penal. 
Así las cosas, dentro de los derechos constitucionales que asisten a las víctimas en el proceso 
penal, además de la verdad, la justicia y la reparación, han adquirido gran importancia los de 
restablecimiento del derecho y reparación integral, siendo necesario establecer si se trata de dos 
expresiones equivalentes, si existe alguna diferencia entre estos dos conceptos o si alguno de 
ellos comprende al otro, siendo uno el género y el otro la especie. 
Con el fin de dar respuesta a lo anterior, es importante analizar el concepto de víctima y su 
alcance, los derechos que acompañan a la misma dentro del proceso y por supuesto la posibilidad 
 que tienen las víctimas del delito de obtener reparación integral y el restablecimiento efectivo de 
sus derechos, para de esta manera desvirtuar o confirmar, que no existe en realidad un factor 
determinante que divida estas dos medidas con suficiente precisión, ya que los derechos 
establecidos dentro del ordenamiento jurídico no pueden verse limitados, pues lo que buscan es 
relacionarse de manera que a través de cada postulado se cree un ambiente de protección 
propicio para que el daño causado a la víctima del delito desaparezca y se restablezca su 
situación inicial, por lo que podría decirse que la imposición de estas medidas tiene finalidades 
similares. 
 
1. LA VÍCTIMA DEL DELITO 
El ordenamiento jurídico colombiano con el fin de proteger a las víctimas del delito ha 
desarrollado herramientas para que estas actúen dentro del proceso penal de manera activa. En 
este sentido, se ha preocupado por dar cabida a las víctimas directas, a los afectados y 
perjudicados, permitiendo que se garanticen los derechos de quienes han sufrido daño por la 
comisión de las diferentes conductas punibles. 
Por esta razón es importante comprender los conceptos de víctima, afectado y perjudicado del 
delito, definidos a continuación: 
 
1.1. CONCEPTO DE VÍCTIMA 
Como lo señalan Moya y Bernal (2015), fue el derecho internacional el que se encargó en un 
principio de definir el concepto de víctima, condicionando así a los Estados para que instituyeran 
una noción de víctima que siguiera los mismos lineamientos (p. 87). En este sentido, según la 
Asamblea General de Naciones Unidas (1985) son víctimas “las personas que, individual o 
colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento 
emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente”. 
Esta definición se amplía con el propósito de introducir dentro del concepto, a los familiares 
de la víctima inmediata y a quienes estén a cargo de esta, como lo menciona la declaración sobre 
los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, la cual 
indica también que se es víctima independientemente de que se tenga conocimiento de la 
 identidad de quien cometió la conducta, se le capture, se lleve a juicio o sea condenado, y sin 
importar que exista algún tipo de relación o cercanía entre el responsable del delito y la persona 
perjudicada. Incluye también a quienes resulten afectados por haber prestado auxilio a la víctima 
o evitado de alguna manera la victimización (AGONU, 1985). 
Son estas últimas las víctimas indirectas, quienes sin poseer la titularidad del bien jurídico 
lesionado se ven perjudicadas, “bien por su relación con la víctima directa o por su intervención 
para prevenir o reparar el daño causado por el delito” (Casavante, 2014, p. 24). En consecuencia, 
valorando el concepto en sentido amplio, se entiende que es víctima “cualquier persona que sufre 
daño o pierde la vida por culpa ajena o causa fortuita” (Lozano, 2009, p. 123). Es debido a estos 
presupuestos que quienes han sufrido afectación en sus derechos se convierten inmediatamente 
en titulares de medidas de protección. 
 
1.2. CONCEPTO DE AFECTADO  
La noción de afectado según los profesores Bernal y Montealegre (2013), sobrepasa la idea 
del sujeto pasivo, pues se refiere a la persona que como consecuencia de la infracción penal 
sufrió un daño real, concreto y específico, que lo legitima para hacer los requerimientos 
correspondientes dentro del proceso, actuar en calidad de víctima, ejerciendo los derechos que 
por mandato constitucional le asisten y que están soportados en normas internacionales de 
carácter imperativo (p. 214). Para estos dos autores víctima es específicamente el sujeto pasivo 
del delito, “mientras que los perjudicados son aquellos cuyos intereses son afectados de manera 
directa con el hecho punible” (Bernal y Montealegre, 2013, p. 213). 
La Corte Constitucional (2007b) declaró inexequible la palabra directo contenida en el 
artículo 132 de La Ley 906 de 2004, dejando claro que no puede protegerse únicamente al sujeto 
pasivo de la conducta, pues el delito no solo afecta a la persona cuyo bien jurídico es vulnerado, 
el detrimento traspasa esta esfera, por lo que deben garantizarse también los derechos de aquellas 
personas que con ocasión de la conducta punible se ven afectadas. Por otra parte, según la 
sentencia C-228 de 2002, para dar cumplimiento a los fines del Estado, debe darse primacía a la 
posición que los afectados tienen dentro del proceso penal, por lo que es vital que se les trate de 
acuerdo a su condición humana (Corte Constitucional, 2002). 
 
 1.3. CONCEPTO DE PERJUDICADO 
Es importante hacer mención también del concepto de perjudicado, el Decreto 2700 de 1991 
derogado por la Ley 600 del 2000, se refería a este como la persona facultada para adelantar la 
acción civil dentro del proceso penal y actuar dentro de este como parte civil, habiendo 
formulado con anterioridad la demanda correspondiente (Molina, 2010, p. 57). 
Como lo ha establecido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, actualmente se entiende 
que es perjudicado quien sin ser necesariamente el sujeto pasivo de la conducta, como lo es la 
víctima directa o inmediata, se ve afectado de alguna manera, sin importar el tipo de daño, 
menoscabo o perjuicio del que se trate, “el término perjudicado, abarca a toda persona que 
hubiere recibido un daño derivado de la conducta punible” (Huertas, 2009, p. 49). Por lo que son 
perjudicados tanto las víctimas directas como las indirectas. 
 
2. DERECHOS QUE ASISTEN A LAS VÍCTIMAS 
El conjunto de garantías instaurado en cabeza de las víctimas, logra su materialización a 
través de tres derechos fundamentales, la verdad, la justicia y la reparación, cuyo propósito es 
reconocer los derechos vulnerados por la comisión de las conductas tipificadas en la ley como 
delito, sin importar que tipo de conducta sea, ni qué bien jurídico proteja. Pues como lo 
menciona la Corte Constitucional (2002): 
Existe una tendencia mundial, que también ha sido recogida en el ámbito nacional por la 
Constitución, según la cual la víctima o perjudicado por un delito no sólo tiene derecho a la 
reparación económica de los perjuicios que se le hayan causado, trátese de delitos 
consumados o tentados, sino que además tiene derecho a que a través del proceso penal se 
establezca la verdad y se haga justicia. 
Lo anterior debido a que la Ley 906 de 2004 (Mediante la cual se instauró en Colombia el 
sistema penal acusatorio), da a las víctimas la posibilidad de ejercer sus derechos en consonancia 
con los postulados del nuevo modelo procesal, haciendo uso de las facultades otorgadas por el 
legislador como interviniente especial (Corte Constitucional, 2007a). 
 
2.1. DERECHO A LA VERDAD 
La Corte Constitucional (2006), ha establecido que la verdad responde a la necesidad de la 
 sociedad y de los afectados de conocer los hechos tal como ocurrieron, y está compuesta por el 
derecho de las víctimas a saber y recordar. 
En cuanto al derecho a saber, los principios para la protección y la promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad, dan cuenta de la posibilidad que tiene cada 
pueblo de conocer la verdad sobre los hechos ocurridos con anterioridad y que fueron 
provocados por la consumación de crímenes (Comisión Colombiana de Juristas, 2007, p. 39). De 
acuerdo a esto: 
Tanto el Sistema interamericano de Derechos Humanos como el sistema de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) han reconocido, en diferentes documentos, el derecho que 
tienen las víctimas de violaciones a los derechos humanos a conocer las circunstancias que 
rodearon la vulneración a las libertades reconocidas en los tratados internacionales (Becerra, 
J. (Ed.), 2016, p. 16). 
Por otra parte, el deber de recordar consiste en la obligación que tiene el Estado de tomar 
medidas para conservar la historia de la opresión de un pueblo, pues es patrimonio que debe 
protegerse del olvido con el fin de preservar la memoria colectiva, para lo cual, deben 
salvaguardarse los documentos que contribuyan a hacer efectivo el derecho de las víctimas a 
conocer la verdad sobre lo acaecido en el pasado (Comisión Colombiana de Juristas, 2007, p. 
39). 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que la verdad procede ante 
toda transgresión manifiesta de los derechos humanos, sin que se circunscriba a una infracción 
específica, pues es obligación de los Estados proporcionar a las víctimas medidas judiciales 
efectivas que permitan esclarecer los hechos y amparar los derechos transgredidos (Lefkaditis y 
Ordóñez, 2014, p. 39). Para Moya (2012): 
la palabra verdad no es utilizada en la ley más que como objetivo del proceso y un derecho de 
las víctimas, insinuando que quienes sufren las consecuencias del delito están asistidas del 
derecho a que se establezca el recorrido de los hechos que vehicularon su situación (p. 18). 
En cuanto a las implicaciones del concepto como objetivo del proceso, debe hacerse una 
diferenciación entre la noción de verdad histórica y procesal, la primera configura “el objeto 
principal del proceso, ya que cualquier hecho se presenta en la mente del juzgador como un 
hecho histórico, que es necesario reconstruir con las pruebas” (Giraldo, C., Escudero, C., 
 Camacho, G., Duarte, M., y González, G., 2015, p. 31). Mientras que la verdad procesal, “si bien 
puede corresponder exactamente con lo acaecido, está delimitada por lo probado” (Ardila, 2012, 
p. 34). Lo ideal es que exista equilibrio entre los dos conceptos, pues aunque es importante ser 
fiel a la verdad material, los jueces deben fundamentar sus decisiones en los hechos probados a 
lo largo de la actuación. 
 
2.2. DERECHO A LA JUSTICIA 
El conjunto de principios para la protección y la promoción de los derechos humanos 
mediante la lucha contra la impunidad, en lo referente al deber de los Estados en materia de 
administración de justicia, instituye la obligación de estos de realizar investigaciones 
exhaustivas, encaminadas a comprobar la responsabilidad de los autores de violaciones de 
derechos humanos y del DIH, aplicar sanciones principalmente en lo que concierne al derecho 
penal para que se lleve a cabo un juicio justo, y conseguir que estas personas sean juzgadas y 
condenadas de manera ejemplar por los delitos cometidos (Comisión Colombiana de Juristas, 
2007, p. 45). 
Los Estados deben permitir que la persona que se ha visto afectada por una conducta lesiva de 
sus derechos, tenga un papel protagónico dentro del proceso en el que se juzgará al autor de las 
violaciones de las que fue víctima, esta es una obligación que no puede desconocerse, pues no 
existe argumento que legitime faltar a este precepto. De acuerdo a esto el principio 19 establece 
que: 
Aunque la iniciativa del enjuiciamiento es en primer lugar una de las misiones del Estado, 
deberán adoptarse normas procesales complementarias para que las propias víctimas, sus 
familiares o herederos puedan tomar esa iniciativa, individual o colectivamente, en particular 
como partes civiles o como personas que inician un juicio en los Estados cuyo derecho 
procesal penal contemple esos procedimientos (Comisión Colombiana de Juristas, 2007, p. 
45). 
Siguiendo lo establecido por la Ley 1448 de 2011, la Justicia se concreta a través de la 
implementación de un recurso judicial efectivo, que permita por medio de una investigación 
rigurosa la identificación de los responsables de violaciones, y que se imponga a estos la sanción 
que corresponde (art. 24). Como afirma el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
 Derechos Humanos (citado en Ardila 2012): 
Un recurso es adecuado cuando es idóneo para proteger la violación infringida. Es eficaz 
cuando es capaz de producir los resultados esperados, es decir, aquellos para los cuales fue 
concebido; y está disponible cuando es accesible a los damnificados (p. 39). 
Según la Comisión Colombiana de Juristas (2007), para que la víctima tenga acceso al 
derecho a la justicia, el Estado y sus instituciones, deben utilizar las estrategias necesarias para 
impedir que la impunidad limite el ejercicio del mismo, por esto: 
Tanto la lucha contra la impunidad como el derecho a obtener reparaciones se derivan de la 
obligación general de todos los Estados de respetar y hacer respetar los derechos humanos, 
concretamente en relación con los deberes estatales en materia de administración de justicia 
(p. 11). 
De acuerdo al derecho internacional, deben hacerse públicos los instrumentos destinados por 
el Estado para que las víctimas reciban justicia sin dificultad alguna y de esta manera obtengan la 
protección que están buscando, además, cada obligación producto de la normatividad 
internacional, cuyo objetivo sea asegurar el debido proceso y el acceso a la justicia, debe estar 
amparada por la legislación interna de los Estados (Comisión de Derechos Humanos, 2005, p. 6). 
El hecho de orientar todos los esfuerzos para lograr la realización de la justicia, implica que la 
verdad y la reparación sean una realidad que se alcanza de manera progresiva, pues “el derecho a 
que se haga justicia está encaminado a restablecer el equilibrio quebrantado: el patrimonial, la 
integridad física, social y personal” (Ardila, 2012, p. 37). 
 
2.3. DERECHO A LA REPARACIÓN 
El derecho a la Reparación, tiene como objetivo impulsar la justicia, de manera que las 
violaciones de derechos humanos sean compensadas, este derecho debe ser adecuado, rápido y 
efectivo, por lo que tiene que guardar coherencia con la gravedad del daño y el delito. Los 
Estados deben enfocarse en la implementación de programas y mecanismos que faciliten la 
reparación requerida por las víctimas, para que estas no se vean desprotegidas en el supuesto que 
el responsable de la violación incumpla su obligación de reparar como corresponde (Comisión de 
Derechos Humanos, 2005, p. 7).  
El principio 31 de los mencionados anteriormente, manifiesta que cualquier tipo de violación 
 de derechos humanos “da lugar a un derecho de la víctima o sus derechohabientes a obtener 
reparación, el cual implica el deber del Estado de reparar y el derecho de dirigirse contra el 
autor” (Comisión Colombiana de Juristas, 2007, p. 50). Por otra parte, el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional en el artículo 75, dice que la misma CPI instituirá los lineamientos 
aplicables en lo concerniente a la reparación a favor de las víctimas, derecho que contiene 
mecanismos de restitución, indemnización y rehabilitación (Naciones Unidas, 1998).  
Como tal, la reparación “incluye tanto medidas destinadas a la satisfacción de la verdad, como 
medidas destinadas a que se haga justicia, lo que da cuenta de la interrelación de los derechos de 
las víctimas” (Lefkaditis y Ordóñez, 2014, p. 45). La Corte Constitucional (2013b) en lo 
respectivo a esta garantía, ha dicho que pueden tomarse medidas individuales de reparación 
como la restitución, indemnización, rehabilitación, y garantías de no repetición. Siendo así, “El 
Estado debe encontrar el equilibrio adecuado entre la prevención, el castigo y la rehabilitación, la 
restauración y la reparación” (Naciones Unidas, 2014, p. 7). 
 
3. LA REPARACIÓN INTEGRAL 
La reparación integral, es la figura adoptada por el ordenamiento jurídico para dar validez a la 
facultad que tienen las personas afectadas por un delito, de exigir el resarcimiento del daño 
ocasionado por la violación de sus derechos a manos de los responsables de la comisión de 
conductas punibles, que causan detrimento en los derechos de las víctimas, surgiendo de ella la 
obligación de resarcir integralmente el daño por parte del victimario, y el compromiso del Estado 
de velar por que se haga en forma efectiva. 
Estos compromisos y obligaciones han sido desarrollados doctrinalmente de la siguiente 
forma: 
 
3.1. CONCEPTOS DOCTRINALES Y NORMATIVA INTERNACIONAL 
La reparación es entendida como “el conjunto de medidas adoptadas para intentar resarcir los 
daños que sufren las víctimas como consecuencia directa de los distintos crímenes” (Estepa, 
2010, p. 223). Esta garantía según la legislación internacional, abarca cada detrimento causado a 
la víctima, razón por la cual, pretende eliminar los efectos de las violaciones, aunque a causa de 
la magnitud del daño, en ciertos casos el perjuicio suele ser irreversible (Estepa, 2010, p. 224).  
 Para Roxin (Citado por Ardila 2012), es la manera de lograr el restablecimiento de la 
concordia social que se vio perjudicada con el delito, debido a esto las cuestiones que derivan del 
suceso delictivo conciernen tanto al derecho penal como al procesal (p. 60). En la esfera de los 
derechos humanos, reparar integralmente además de consistir en remediar el perjuicio producto 
del quebrantamiento de las leyes nacionales e internacionales que protegen los derechos de las 
personas, implica también que se restablezca el statu quo (Lozano, 2009, p. 175).  
Los principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas a interponer recursos y 
obtener reparaciones, instauran un conjunto de procedimientos que permite que las obligaciones 
de reparación se cumplan y las víctimas se vean beneficiadas poniendo estos mecanismos a su 
disposición, pues “se establece que los Estados están en la obligación de tomar medidas de 
carácter legislativo, administrativo y/o judicial para permitir el pleno ejercicio de los derechos de 
las víctimas para que estas obtengan una adecuada reparación” (López, 2009, p. 312 y 313). 
De acuerdo a la sentencia C-060 de 2008, el papel que cumplen los derechos de las víctimas 
dentro del proceso es fundamental y no se limita simplemente a la indemnización de los 
perjuicios causados, “pues además de la reparación que debe ser integral, se agregan la 
posibilidad de conocer la verdad acerca de lo sucedido y que se haga justicia, sancionando 
conforme la ley a quien o quienes hayan cometido el delito” (Corte Constitucional, 2008). 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos considera que la reparación en la medida de 
lo posible debe ser plena, y en caso contrario se tendrán que aplicar otros mecanismos que 
permitan cumplir con las garantías de protección instituidas a favor de las víctimas, pues “al 
producirse un hecho ilícito imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabilidad 
internacional de este por la violación de la norma internacional de que se trata, con el 
consecuente deber de reparar y hacer cesar las consecuencias de la violación” (CIDH, 2005). 
Para este organismo, derechos como el que tienen las víctimas a conocer la verdad de los 
sucesos, es una forma de reparar a los perjudicados, pues les permite esclarecer los hechos, en 
este caso el Estado debe desplegar sus esfuerzos para satisfacer esta necesidad de las víctimas y 
que sepan por ejemplo en donde se encuentran los restos de sus familiares, la forma como 
murieron o que ocurrió con ellos (CIDH, 2000). 
Es así como se pone de manifiesto la importancia de dar asistencia a las víctimas para que 
puedan disponer de los mecanismos existentes y así exigir el respeto de sus derechos, de manera 
 que los que han sido vulnerados sean reivindicados haciendo uso de medidas como la reparación, 
que en muchos casos consiste en conceder una indemnización justa, pero que no es la forma más 
adecuada y mucho menos la única destinada para este fin (Gaviria, 2011, p. 33, 48 y 50). 
 
3.2. MATERIALIZACIÓN EN EL SISTEMA PENAL 
Un antecedente importante en la legislación colombiana, es el Decreto 409 de 1971, que en 
materia de resarcimiento del daño planteaba la posibilidad, como regla general, de que las 
personas perjudicadas solicitaran la reparación dentro de la actuación penal, sin embargo, cuando 
se tratara de delitos como injuria o calumnia, la acción civil a la que hace referencia esta norma 
podría tramitarse con independencia del proceso penal (Art. 24 y 25). 
Bajo los parámetros de este decreto, el monto de la indemnización debía ser mencionado en la 
sentencia condenatoria, pues una vez en firme la providencia servía como título ejecutivo ante la 
autoridad civil. No había posibilidad de adelantar la acción civil si en materia penal se había 
determinado que no existió daño o que la persona que fue procesada por el hecho no cometió el 
delito o actuó en legítima defensa. Y las víctimas podían constituirse en parte civil previa 
formulación de una demanda (Molina, 2010, p. 40 y 41). 
Por medio del Decreto 181 de 1981, se esperaba adoptar un sistema procesal de naturaleza 
adversarial, en donde “únicamente se postulaba la presencia de una parte acusadora enfrentada 
ante una parte defensora, ante un tercero imparcial (el juez), donde no tenían cabida terceras 
personas o sujetos procesales, como era el caso de las víctimas” (Molina, 2010, p. 43). Como lo 
mencionó Arrubla (2010), dicha reforma nació de la unión de tres proyectos presentados ante el 
congreso y nunca entró en vigencia pues fue declarada inconstitucional por sentencia del 3 de 
noviembre de 1981 (p. 65). 
Por otra parte el Decreto 50 de 1987, establecía que tanto las personas declaradas penalmente 
responsables como aquellas que según la ley tenían la obligación de reparar, debían asumir el 
resarcimiento de los perjuicios ocasionados con el delito (Art. 38). Fue mediante esta norma que 
entró a escena la figura del tercero civilmente responsable, pues establecía que no solo quienes 
cometían el delito estaban obligados a reparar, sino también aquellos que la ley dispusiera para 
estos efectos, excluyendo a personas cuya responsabilidad tuviera que decidirse en el marco de la 
jurisdicción contenciosa administrativa (Molina, 2010, p. 49). 
 El Decreto 2700 de 1991, por su parte, previó que una vez constituida en parte civil, la 
persona podía pedir que se practicaran pruebas con el objetivo de comprobar que se provocó un 
daño y que quien estaba siendo juzgado era el responsable del hecho en cuestión, para luego 
tasar los perjuicios que debían reconocerse a la víctima por el agravio que se le causó (Art. 48). 
Como se puede ver, hasta este punto en el tiempo, la víctima no tenía el protagonismo que 
merecía, pues las normas procesales se limitaban a establecer el derecho a solicitar 
indemnización dentro del proceso penal. Este panorama no cambió con el texto de la Ley 600 del 
2000, que estableció esta misma medida a favor de las personas que sufrían algún tipo de daño 
como consecuencia del ilícito, el cual necesariamente tenía que ser reparado (Art. 42).  
Ahora bien, en muchas ocasiones, esto no era suficiente para enaltecer los derechos de la 
víctima y mucho menos para reconocer el detrimento que se le causó con la infracción, situación 
que sólo cambió con la expedición de la sentencia C-228 de 2002, en donde la Corte señaló que 
los derechos de los afectados por la comisión del delito debían ser tenidos en cuenta en toda su 
amplitud, sin que fuese posible limitarlos a un simple resarcimiento económico (Corte 
Constitucional, 2002). 
La Ley 906 del 2004, plantea la obligación del Estado de velar porque las garantías que 
acompañan a las víctimas durante el proceso penal y aun después de este sean protegidas en su 
totalidad, sus esfuerzos deben estar dirigidos a resguardar los intereses de los perjudicados y de 
esta manera asegurarse del cumplimiento de los postulados constitucionales en favor de estos, es 
decir, las autoridades deben vigilar que el autor o partícipe de la conducta punible se haga cargo 
de adelantar la reparación derivada del daño que ocasionó con el delito (Art. 11). 
Cuando la persona titular de las garantías otorgadas por la norma constitucional a quienes 
ostentan la calidad de víctima, busca que el detrimento causado por el delito sea reparado de 
forma integral y su pretensión va más allá del ámbito patrimonial, es necesario implementar 
medidas de restitutium in integrum, que cumplan a cabalidad con la función de resarcir a la 
víctima el perjuicio ocasionado injustamente y restablezcan la situación a las condiciones 
anteriores a la ocurrencia del delito (Lozano, 2009, p. 145). Siguiendo este postulado, “la ley 906 
de 2004, al igual que sucede en el derecho internacional de los derechos humanos, consagra el 
derecho de las víctimas de los delitos a ser plenamente reparadas y no simplemente 
indemnizadas” (Molina, 2010, p. 402). 
 En general, los diferentes ordenamientos incluyen dentro de la reparación medidas de 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. La Ley de 
víctimas y restitución de tierras (Ley 1448 de 2011), en lo correspondiente, las define de la 
siguiente manera y desarrolla también el concepto de reparación simbólica y colectiva: 
● La Restitución, se ocupa de restablecer la situación en que las víctimas se hallaban antes de la 
violación, con el objetivo de devolver a las personas la vida que llevaban en la medida en que 
esto sea posible. En caso de no poder concretar la restitución, se les reconocerá una 
compensación, y se buscarán soluciones alternativas en su beneficio, dando prioridad a 
quienes se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad (Art. 71, 72 y 73). 
● La Rehabilitación, busca conseguir que las condiciones físicas y psicosociales de los 
perjudicados alcancen un nivel que les permita desenvolverse en su entorno y de esta manera 
ejercer los derechos que les son propios, mediante asistencia jurídica, médica, psicológica y 
social (Art. 135). 
● Las Medidas de Satisfacción, tienen como objetivo devolver a los afectados su dignidad, 
poniendo de presente la verdad sobre lo acontecido para así aplacar su sufrimiento y 
brindarles bienestar. Para la selección de las medidas que se vayan a aplicar a cada caso 
siempre ha de tenerse en cuenta a la víctima (Art. 139). 
● En cuanto a la Reparación Simbólica, se establece que son aquellas conductas que tienden a 
“asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos 
victimizantes, la aceptación pública de los hechos, la solicitud de perdón público y el 
restablecimiento de la dignidad de las víctimas” (Art. 141). En este sentido, es obligación del 
Estado facilitar herramientas que permitan la reconstrucción de la memoria y por supuesto que 
la verdad se haga pública, permitiendo que la información recolectada esté al alcance de 
quienes deseen conocerla y que el país tenga presente su historia (Art 142 y 143). 
● Las Garantías de no Repetición, se adoptarán con el propósito de desmantelar grupos armados 
y que sus integrantes se desmovilicen, difundir la verdad y los derechos de las víctimas, 
sancionar a los responsables, prevenir nuevas violaciones, promover la reconciliación e 
implementar políticas para este fin, crear estrategias para difundir los derechos humanos y el 
DIH, hacer partícipes a los más vulnerables para que ejerzan sus derechos, reintegrar a los 
niños, niñas y adolescentes que hayan sido parte de grupos al margen de la ley, derogar 
 normas que hayan permitido cualquier tipo de violación, etc. (Art. 149). 
● Por último, la Reparación Colectiva se enfoca en la creación de programas que tengan en 
consideración “a. El daño ocasionado por la violación de los derechos colectivos; b. La 
violación grave y manifiesta de los derechos individuales de los miembros de los colectivos; 
c. El impacto colectivo de la violación de derechos individuales” (Art. 151). 
 
3.3. FACULTADES DERIVADAS DE LA REPARACIÓN INTEGRAL EN EL  
       PROCESO PENAL 
Es importante tener presente que las víctimas en cualquier proceso penal tienen intereses 
afines como “la comprobación de los hechos en los que han sido presuntamente perjudicadas, la 
identificación y enjuiciamiento de los presuntos autores y el aseguramiento de las reparaciones” 
(Olásolo y Kiss, 2010, p. 18). Al final de la actuación procesal estos son mínimos que tienen que 
garantizarse si lo que se busca es dar cumplimiento a los demás derechos que les han sido 
reconocidos. 
El Código Penal Colombiano, hace referencia a la obligación que surge de la comisión de un 
delito, y que consiste en reparar los daños materiales y también morales que se derivan de este 
(Art. 94). La ley es clara al establecer que las personas que sufran algún tipo de daño o 
menoscabo en sus derechos como consecuencia de una conducta punible, están habilitadas para 
solicitar que se les indemnice como corresponde (Art. 95).  En caso de ser declaradas 
responsables de la conducta varias personas, el perjuicio debe ser reparado solidariamente y la 
tasación que se haga para indemnizar a la víctima, debe ser de acuerdo a la proporción del daño y 
por supuesto a la conducta cometida (Art. 96 y 97). 
Teniendo en cuenta que en el marco del derecho penal gozan de igual importancia los 
derechos de las víctimas y de los posibles autores del delito, en el momento de decidir sobre la 
reparación, es imperativo equilibrar puntos tales como la dimensión del daño, el delito cometido 
y buscar que estos sean proporcionales a la reparación que se va a otorgar en respeto de los 
intereses de los afectados. De acuerdo a esto, las medidas destinadas para hacer efectivo el 
derecho de reparación de las víctimas, deben estar guiadas por dos principios, el de 
proporcionalidad, y el de integralidad (Corte Constitucional, 2013a). 
Según la sentencia C-839 de 2013, el primer principio busca que la medida guarde relación 
 con la gravedad de las violaciones cometidas y el daño causado, es decir, la reparación debe ser 
coherente con el impacto provocado por la infracción en la vida de la víctima. 
En segundo lugar, para la Corte (2013a), el principio de Integralidad consiste en que las 
víctimas se vean beneficiadas con medidas de reparación de diferente índole que cobijen cada 
esfera en la que el delito produjo detrimento, las herramientas que se utilicen para este fin no son 
de ninguna manera excluyentes pues su propósito es que la víctima vea sus derechos restituidos 
en cada ámbito afectado, esto quiere decir que a quienes han sufrido menoscabo como 
consecuencia de un hecho delictivo no solo se les debe garantizar a plenitud la reparación de 
cada uno de sus derechos, sino que “tendrán derecho al acceso a los mecanismos de la justicia y 
a una pronta reparación del daño que hayan sufrido” (AGONU, 1985). 
El legislador ha instituido diferentes espacios dentro del proceso penal en donde la víctima 
tiene la posibilidad de ver sus derechos (a la verdad, justicia, reparación y no repetición) 
materializados, permitiéndole al perjudicado participar de manera activa en las diferentes 
actuaciones. De acuerdo con lo anterior, la víctima podrá intervenir en situaciones como: 
● La imposición de medida de aseguramiento, momento en el que las víctimas, según la Ley 
906 de 2004, pueden participar exponiendo sus argumentos antes que el juez tome alguna 
decisión al respecto, si la fiscalía no solicita la imposición de la medida, la víctima puede 
elevar dicho requerimiento ante el juez de control de garantías directamente (Art. 306). 
● Audiencia de formulación de acusación, el Código de Procedimiento Penal, establece que es 
en esta audiencia en donde se determinará la calidad de víctima, se llevará a cabo el 
reconocimiento de su representación legal y se le facultará para que intervenga en lo 
pertinente a nulidades, impedimentos, recusaciones y realice observaciones al escrito de 
acusación, también puede acudir directamente al juez, una vez se ha formulado la acusación 
para que ordene la imposición de medidas de protección en atención a su seguridad (Art. 339, 
340 y 342). 
● En la audiencia preparatoria, la víctima está facultada para “conocer las evidencias que 
pretenda hacer valer en juicio la defensa, podrá hacer estipulaciones probatorias de común 
acuerdo con la Fiscalía (aunque siempre prevalecerá en este aspecto el criterio del ente estatal) 
y solicitar las pruebas que considere relevantes” (p. 216). 
La Corte ha expuesto que el afectado puede realizar observaciones sobre el descubrimiento de 
 cada prueba que se vaya a presentar en el juicio, solicitar que los elementos probatorios sean 
exhibidos durante la audiencia con el propósito de conocerlos, también podrá solicitar la 
exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba y ha facultado a los 
representantes de víctimas para hacer solicitudes probatorias en igualdad de condiciones con 
la defensa y la fiscalía (Corte Constitucional, 2007a; 2006). 
● En cuanto a los preacuerdos y negociaciones, según el Código Procedimental, tener en cuenta 
los intereses de las víctimas cuando se van a tomar decisiones sobre el ejercicio de la 
persecución penal es fundamental (Art. 11). De acuerdo a esto no hay justificación para 
impedir su intervención en las negociaciones, pues lo que se busca es que la decisión que se 
tome sea adecuada para todos los involucrados, por lo que debe ser oída y tiene la capacidad 
de intervenir ante el juez de conocimiento cuando este decida sobre la procedencia del 
preacuerdo (Corte Constitucional, 2007b). 
● Para la aplicación del principio de oportunidad, como lo ha mencionado la Corte 
Constitucional (2007a), el fiscal debe valorar cada uno de los derechos de las víctimas sin que 
este análisis se limite al factor económico, esto con el fin de proteger de manera integral los 
derechos quebrantados y que los afectados cuenten con fundamento suficiente para apelar la 
decisión del juez en caso de considerar que la misma lesiona sus derechos. 
Por otra parte, la ley establece que para la procedencia del principio de oportunidad es 
esencial la indemnización a la víctima, sin embargo, puede que esta no llegue a acuerdo 
alguno con el procesado, por lo que en este caso es posible que un perito se encargue de fijar 
los perjuicios correspondientes a la reparación (Bedoya, Guzmán y Vanegas, 2010, p. 131). 
● En lo correspondiente a la audiencia de juicio oral, la participación de la víctima se ve 
restringida considerablemente por la necesidad de mantener la legitimidad del modelo 
adversarial instaurado mediante la Ley 906 del 2004. En esta audiencia la víctima tiene la 
facultad de presentar alegatos de conclusión por medio de su representante e interponer los 
recursos ordinarios y extraordinarios que procedan igual que en las audiencias anteriores 
(Cerón, 2008, p. 219). 
● Adicional a esto, el escenario instaurado para que la víctima haga valer su derecho a obtener 
una reparación integral, por parte de la persona que durante la actuación procesal fue juzgada 
y finalmente declarada responsable por la comisión del delito mediante sentencia, es según el 
 Código de Procedimiento Penal (Art. 103), el incidente de reparación integral, es en esta 
actuación donde el juez estudiará la pretensión formulada contra la persona condenada, una 
vez la víctima ha manifestado de qué forma quiere que el detrimento que sufrió sea corregido, 
haciendo mención de las pruebas que va a hacer valer para dejar constancia de la existencia 
del daño. Este procedimiento de naturaleza civil, busca que el daño ocasionado por el delito 
previamente juzgado sea resarcido de acuerdo a los intereses manifestados por la víctima y en 
concordancia con la forma de reparación escogida por la misma. 
Cada etapa del proceso y en general las decisiones que se acojan dentro de este deben 
propender por la efectiva reparación de las víctimas y condicionarse a que esta se cumpla a 
cabalidad, ya que la reparación integral “implica el deber de adoptar distintas medidas orientadas 
a la dignificación y restauración plena del goce efectivo de los derechos fundamentales de las 
víctimas” (Secretariado Nacional de Pastoral Social, 2014, p. 42) 
 Como lo establece la ley penal y en general el ordenamiento jurídico, en todo momento ha de 
tenerse a la víctima en especial consideración, y de esta manera procurar que cada decisión o 
acuerdo al que se llegue sea respetando sus derechos y por supuesto los de quien está siendo 
procesado, que estas decisiones reconozcan la situación de las personas afectadas y el derecho a 
ser reparadas en cada aspecto de su vida que haya sufrido menoscabo. 
 
4. EL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
El Acto Legislativo del 19 de diciembre de 2002, modificó algunos apartes constitucionales 
(artículos 116, 250 y 251), otorgando a la Fiscalía General de la Nación funciones que le 
permitirían proteger los intereses de las víctimas, estas facultades fueron encaminadas al 
restablecimiento de los derechos vulnerados y a la reparación integral, que de acuerdo a lo 
establecido por Henao (2007) consiste en “dejar indemne a la persona, esto es, como si el daño 
no hubiere ocurrido, o, al menos, en la situación más próxima a la que existía antes de su suceso” 
(p. 45). Dicha reforma “tiene un mensaje importante de consideración y atención no sólo a la 
víctima en cuanto a su protección se refiere, sino a la toma de decisiones sobre la acción penal” 
(Buitrago, 2004, p. 48). 
Su objetivo principal era implementar en materia penal un sistema de corte acusatorio, para 
dar solución a los problemas que presentaba el modelo anterior, adicional a esto el mencionado 
 acto buscaba “el reposicionamiento de la víctima al interior del proceso penal, para que sus 
facultades y atribuciones no estuvieran dirigidas en forma exclusiva a una pretensión resarcitoria 
económica” (Huertas, 2009, p. 78). Bajo estas condiciones, hubo una reconceptualización de las 
garantías en cabeza de las víctimas, esto significó un vuelco importante en las facultades que 
podrían ejercer desde ese momento para lograr el efectivo cumplimiento de sus derechos, y como 
ya se mencionó, también desarrolló cambios en las funciones conferidas a la fiscalía, dándole la 
posibilidad de solicitar al juez que se tomen medidas para asistir a las víctimas, restablecer sus 
derechos y asimismo reparar el daño provocado por el injusto penal (Corte Constitucional, 
2006). 
 
4.1. CONCEPTOS DOCTRINALES Y NORMATIVA INTERNACIONAL 
El reconocimiento otorgado por las normas de carácter internacional a las víctimas de delitos, 
hace posible que en el ordenamiento jurídico colombiano, los derechos de los afectados sean una 
de las cuestiones que merece mayor atención y un manejo más cuidadoso dentro del proceso 
penal, es así como este conjunto de garantías logró ampliar su marco de aplicación y ha 
demostrado una evolución en cuanto a las facultades permitidas a los perjudicados dentro de la 
actuación penal. Es por esto que el recurso judicial a favor de las víctimas “no se refiere ya sólo a 
las consecuencias civiles del delito sino al restablecimiento del derecho” (Ardila, 2012, p. 56). 
Esta acción de fundamento constitucional, debe ser garantizada en todo caso, pues aun cuando 
la intervención de la víctima en algunas etapas procesales se vea restringida, con la premisa de 
proteger el modelo acusatorio, que no debe perder su esencia, no puede pasarse por encima de las 
garantías que la amparan, ni obviar las medidas destinadas al restablecimiento de la situación en 
que se encontraba antes de la ocurrencia del delito. Lo cierto es que sin que pueda considerarse a 
la víctima parte dentro del proceso, la constitución le atribuyó facultades especiales que exaltan 
sus intereses y obligan a las autoridades a velar por la restitución de la situación que con el delito 
se perturbó (Corte Constitucional, 2007a). 
En general, las víctimas tienen especial interés en que sus derechos sustanciales sean 
reconocidos dentro de la actuación procesal y lo que es fundamental, que estos puedan ejecutarse 
de manera efectiva y cumpliendo con los lineamientos dados por la ley penal, pues teniendo en 
cuenta que “el restablecimiento del derecho congloba lo derechos a la reparación, a la verdad y a 
 la justicia, no puede verse la declaración de estos derechos como algo ajeno al proceso penal” 
(Ardila, 2012, p. 55). Es por esta razón que: 
Cada operador de la ley, al momento de enfrentarse a un caso penal, debe tener en cuenta que 
el rol de la víctima no puede definirse tan sólo desde la perspectiva legal, sino que el referente 
primario debe ser el constitucional (Cerón, 2008, 212). 
Por lo que sin importar el delito de que se trate, las autoridades están en la obligación de hacer 
cuanto sea posible para que la situación anterior a la conducta punible sea restablecida en favor 
de la persona perjudicada y el daño provocado se extinga, pues gozan de igual importancia la 
acción impulsada por el Estado, como la ejercida por la víctima (Cerón, 2008, p. 213). 
Como afirma Gaviria (2011), el constituyente se tomó el trabajo de precisar los parámetros 
bajo los cuales debería tener aplicación la normatividad penal, señalando cada una de sus 
finalidades, entre las que sobresalen la implementación de mecanismos que permitan la 
materialización efectiva del restablecimiento del derecho (p. 300). Esta figura al igual que la 
reparación integral: 
no opera sólo respecto de quien puede ser considerado “víctima”, sino que el espectro de 
protección es mayor en la medida en que alude a los “afectados” con el delito, concepto 
dentro del cual cabría, no sólo el sujeto pasivo del delito, el titular del bien jurídico afectado o 
la persona respecto de la cual recayó la conducta ilícita, sino cualquier persona que a 
consecuencia de la conducta ilícita sufrió afectación (Gaviria, 2011, p. 163). 
De acuerdo a Lozano (2009), un Estado Social está conformado de manera que sus 
lineamientos e instituciones propendan siempre por la exaltación y desde luego el resguardo de 
los derechos humanos. Por lo que es obligación del Estado colombiano, asegurarse de la 
protección y reconocimiento efectivo de los derechos de cada individuo establecido bajo su 
soberanía, más aún cuando estos demandan asistencia de su parte en eventos en los que las 
garantías fundamentales que les son propias se ven perjudicadas (p. 24 y 49). 
En este caso “los estados se encuentran comprometidos a prevenir, investigar y sancionar toda 
transgresión de los derechos y libertades de la persona y a procurar el restablecimiento de 
cualquier derecho conculcado” (Lozano, 2009, p. 51 y 52). Tanto la medida de restablecimiento 
del derecho, como la de reparación integral están dirigidas “a la demostración del delito, a 
establecer la verdad, a que se haga justicia y a la demostración de la existencia de los daños y a 
 obtener su reparación” (Ardila, 2012, p. 60). 
Como ya ha sido indicado, para la normatividad internacional los derechos de las víctimas se 
fundamentan en el respeto de la dignidad humana, en este sentido, devolver “la dignidad a las 
víctimas es reconocer las graves injusticias que sobre ellas se cometieron” (Montealegre, D., 
Bautista, A., Castaño, A., Betancur, N. y Jaramillo, A., 2011, p. 23). Además de tal 
reconocimiento es necesario restablecer las condiciones de las personas perjudicadas al estado en 
que se encontraban antes de la ocurrencia del hecho ilícito.  
Para el Derecho internacional de los derechos humanos, la protección de la dignidad y de los 
derechos de las víctimas es lo que da legitimidad a cualquier organización política, por lo que 
resulta válido afirmar que para hacer del restablecimiento del derecho una medida eficaz que 
cumpla las finalidades propuestas, las condiciones de vida de las víctimas deben mejorar, 
consecuentemente se debe restablecer el disfrute de sus derechos (Lozano, 2009, p. 49, 50 y 
171). 
De acuerdo a lo dicho por la Corte Constitucional (2013a), la Constitución Política protege a 
las víctimas otorgándoles herramientas como la restitución de los bienes objeto material del 
delito al estado anterior a la comisión del mismo, la suspensión y cancelación de registros 
obtenidos fraudulentamente, la posibilidad de impedir que los perjuicios causados con el ilícito 
aumenten, entre otras cuyo objetivo es lograr que el perjuicio que se generó con la conducta 
punible desaparezca y no vuelva a generar efectos nocivos ni riesgo para la víctima. 
 
4.2. MATERIALIZACIÓN EN EL SISTEMA PENAL 
Los Decretos 181 de 1981 (Art. 13) y 50 de 1987 (Art. 16), establecían en cuanto al 
restablecimiento del derecho, que el juez debía encargarse de resolver las cuestiones extrapenales 
derivadas del proceso, de manera que las cosas volvieran al estado en que se hallaban antes de la 
comisión del hecho punible, cuando esto fuera posible. 
El Decreto 50 de 1987, en cuanto a la acción que debía ejercitarse para la devolución del 
objeto material del delito, establecía que el dueño, poseedor o tenedor del bien, debía solicitarla 
ante la autoridad que adelantara el proceso en ese momento (Art. 52). Por otra parte, la 
cancelación de registros falsos, bajo los parámetros de esta norma procedía en los casos en que 
se demostraba la tipicidad del hecho punible que permitió la obtención (Art. 53). 
 El Decreto 2700 de 1991, hablaba de la obligación que tenía la Fiscalía General de la Nación 
con las víctimas y testigos, de garantizar el restablecimiento del derecho, y darles asistencia (Art. 
11). La mencionada norma, daba instrucción a las autoridades judiciales para que hicieran uso de 
las medidas que fueran necesarias con el propósito de restablecer los derechos de las víctimas 
que sufrieron afectación por la comisión del hecho punible, haciendo que las cosas volvieran al 
estado anterior (Art. 14). 
Este decreto establecía también que el funcionario que estuviera conociendo del asunto era el 
encargado de ordenar la cancelación de los títulos de propiedad y de los títulos valores sujetos a 
registro, en cualquier momento siempre y cuando la tipicidad del hecho punible apareciera 
demostrada (Art. 61). Igualmente debía ordenar la restitución del bien objeto material del delito a 
quien acreditara tener la propiedad, posesión o tenencia (Art. 60). 
La Ley 600 del 2000, desarrollaba el concepto de restablecimiento del derecho en 
concordancia con las legislaciones anteriores, pues buscaba que las cosas regresaran a su estado 
inicial, sin embargo, también esperaba que se indemnizaran los perjuicios que con el delito se 
causaron (Art. 21). 
Respecto a la cancelación de los títulos obtenidos fraudulentamente, esta norma exigía que los 
elementos del tipo penal estuvieran demostrados, dando la posibilidad a que los terceros de 
buena fe que vieran comprometidos sus derechos, los hicieran valer en trámite incidental (Art. 
66). El funcionario judicial era el encargado de ordenar la devolución de los objetos que no 
fueran útiles para la investigación o no constituyeran el objeto material del delito, estos debían 
restituirse a quien fueron incautados (Art. 64). 
El Código de Procedimiento del 2004 establece una serie de instrumentos procesales a favor 
de las víctimas, que como en su momento lo mencionó la CIDH, buscan dar seguridad jurídica y 
cumplir con la norma que demanda de las autoridades la plena restitución de la situación anterior 
de la víctima respecto del delito. 
 
4.3. FACULTADES DERIVADAS DEL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO EN  
       EL PROCESO PENAL 
Según la Ley 906 del 2004 tanto los jueces como la fiscalía, deben hacer uso de los 
instrumentos pertinentes para que cese el efecto desfavorable producido por el delito y la 
 situación anterior a este se restablezca, de manera que los derechos de quienes sufrieron 
detrimento por la comisión de la conducta punible sean restaurados en la medida en que esto sea 
posible, con independencia de la decisión que se tome en cuanto a la responsabilidad penal (Art. 
22). 
Lo mencionado en este artículo es fundamental sobre todo para aquellos casos en donde “con 
la conducta se lesionaron derechos de las víctimas, pero se sabe que nunca habrá un fallo 
condenatorio que comprometa la responsabilidad penal de alguna persona, por el hecho de que 
no es posible identificar al autor” (Gaviria, 2011, p. 162). 
En desarrollo de las medidas patrimoniales a favor de las víctimas, el Código de 
Procedimiento Penal (Art. 99) establece que los bienes objeto del delito que sean recuperados, 
pueden ser restituidos a la víctima, previa solicitud de esta al fiscal, quien ordenará la medida; el 
fiscal también puede autorizar el uso provisional de los bienes que fueron adquiridos de buena fe, 
y conceder ayudas con cargo al fondo de compensación para las víctimas. 
La restitución, como lo menciona Gaviria (2011) “se ofrece como un elemental mecanismo de 
restablecimiento del derecho, en la medida en que las cosas se devuelven a la situación que 
antecedía al delito” (p. 230). Esta herramienta permite que el bien se entregue a quien en un 
principio lo tenía en su poder y debe beneficiar directamente al sujeto pasivo del delito, aun 
cuando no tenga la calidad de víctima porque no se le causó perjuicio alguno (p. 231). En cierta 
forma, la medida permite que el impacto que tuvo el suceso delictivo desaparezca o por lo menos 
logre ser olvidado. 
En cuanto a la autorización del fiscal para que se utilice el bien de forma provisional por 
haberlo adquirido actuando de buena fe, es importante entender que la Constitución “ordena el 
restablecimiento del derecho, el cual, en verdad, no se alcanza cuando la entrega es provisional” 
(Gaviria, 2011, p. 234). Sin embargo, el derecho del adquirente de buena fe no puede priorizarse 
frente al de quien fue despojado del bien ilegalmente y que ostenta la propiedad, en este caso se 
debe restablecer el derecho del dueño del bien, el tercero tiene la posibilidad de solicitar que se 
haga lo pertinente por restituir su derecho, utilizando otros instrumentos legales (Gaviria, 2011, 
p. 232). 
La sala penal de la Corte Suprema de Justicia (2012), indicó que aunque los derechos de 
terceros de buena fe puedan verse de alguna manera afectados, para asegurar el acceso a la 
 justicia de estas personas, la ley contempla como mecanismo de defensa el incidente procesal. 
La suspensión y cancelación de registros obtenidos fraudulentamente, está consagrada en la 
Ley 906 de 2004, en donde se determina que: 
En cualquier momento y antes de presentarse la acusación, a petición de la Fiscalía, el juez de 
control de garantías dispondrá la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a 
registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido 
fraudulentamente (Art. 101). 
El mismo artículo aplica para aquellos títulos valores sujetos a registro que se hayan obtenido 
sin arreglo a la ley. 
Siguiendo lo establecido por la Corte Constitucional (1993), en el ordenamiento jurídico 
colombiano es el justo título el que da validez a la propiedad privada y hace posible la protección 
de ésta por parte de las autoridades, razón por la cual, el juez penal necesariamente tiene que 
ordenar el restablecimiento del derecho de las víctimas mediante la cancelación de los registros 
que han sido obtenidos fraudulentamente, pues como lo señaló la Corte Suprema de Justicia 
citada por la Corte Constitucional es “consustancial a su misión la restitución de los bienes 
objeto del hecho punible para restablecer el estado predelictual, (restitutio in pristinum)”. Que 
consiste en “devolver a su estado inicial las cosas o simplemente la restauración del statu quo 
ante” (Saray, 2013, p. 313). 
Adicionalmente, el que un tercero adquiera estos bienes de buena fe, no quiere decir que dicha 
adquisición sea lícita pues nació debido a la ocurrencia del delito que causó daño a la víctima, 
bajo ninguna circunstancia podría entenderse que el hecho punible es un justo título que permita 
proteger la propiedad privada de quien adquirió el bien de buena fe. Al proceder con la 
cancelación y restituir los bienes objeto del delito se resarce el daño causado y desaparece el 
agravio que sufrió la persona afectada (Corte Constitucional, 2008). 
Como lo mencionó en su momento la Corte Constitucional (2008), la cancelación de los 
títulos y registros, es una medida conveniente para lograr el restablecimiento del derecho de la 
víctima en el marco de la actuación penal y no se hará únicamente cuando se trate de sentencia 
condenatoria, procede en todo caso en el que mediante providencia se declare concluido el 
proceso. 
Esto quiere decir que el restablecimiento del derecho no está supeditado a la declaratoria de 
 responsabilidad, de acuerdo al Código de Procedimiento puede reconocerse en cualquier 
momento de la actuación en que exista conocimiento más allá de toda duda razonable sobre las 
circunstancias que dieron origen a la medida, este instrumento, “es una garantía intemporal que 
dimana directamente de la constitución política y de la cual no puede sustraerse el juez” (Saray, 
2013, p. 311). 
Finalmente, La suspensión y cancelación de la personería jurídica como mecanismo de 
restablecimiento del derecho, protege tanto los intereses de la sociedad como los derechos de las 
víctimas, pues existen diferentes delitos que “pueden desarrollarse a través de personas jurídicas 
o en uso de establecimientos o locales abiertos al público, y que pueden suponer una cierta 
violación continuada de los bienes jurídicos protegidos por la ley penal de una o varias víctimas 
ya presentes en una actuación procesal” (Corte Constitucional, 2016). 
Por lo anterior, la Corte ha establecido que las víctimas tienen la posibilidad de solicitar la 
aplicación de las medidas sin que esto genere desequilibrio en las bases del sistema acusatorio 
siempre y cuando acrediten ante el juez un interés para obrar y existan motivos suficientes para 
inferir que la persona jurídica está involucrada de alguna manera en la comisión de delitos (Corte 
Constitucional, 2016). 
En resumen, el restablecimiento del derecho como garantía constitucional puede ser personal 
o real, en la medida en que recaiga sobre personas o afecte bienes. Pleno o definitivo, caso en el 
cual será el juez de conocimiento el que decida al respecto, bien sea en sentencia o en la 
providencia que ponga fin al proceso. Provisional, cuya competencia estará en cabeza del juez de 
control de garantías, entendiendo que los jueces serán competentes para decidir sobre la medida 
independientemente de la fase en la que se encuentre el proceso (Saray, 2013, p. 311 y 312). 
 
CONCLUSIONES 
Como se vio anteriormente, la diferencia entre los conceptos de víctima, afectado y 
perjudicado, radica principalmente en que al hablar de víctima en sentido estricto, se hace 
referencia únicamente al sujeto pasivo del delito, mientras que se entiende que afectados son 
aquellos que han sufrido un daño real, situación que los legitima para hacer las reclamaciones 
correspondientes dentro del proceso sin que el concepto se limite a la víctima directa, finalmente, 
la noción de perjudicado incluye de manera general las diferentes clases de víctimas, esto es, 
 directas e indirectas, por lo que el ámbito de protección es más extenso y garantiza en mayor 
medida sus derechos. 
En cuanto a los derechos de las víctimas, tanto la verdad, como la justicia y la reparación, 
encuentran su referente primario en normas de carácter internacional, que irradian los diferentes 
ordenamientos jurídicos. En Colombia, la ley, la jurisprudencia y la doctrina se han encargado de 
desarrollar estas garantías, constituyendo el marco de protección que permite a la víctima 
rodearse de prerrogativas especiales y vincularse al proceso como interviniente especial, para 
hacer uso de las facultades que como perjudicado del delito se han establecido a su favor y que 
deben garantizarse sin excepción. 
En lo correspondiente a la reparación integral, es correcto afirmar que esta medida se enfoca 
en remediar el daño en cada una de sus variables, mediante la restitución, la rehabilitación, las 
medidas de satisfacción y las garantías de no repetición. Principalmente, la reparación integral 
busca garantizar que cualquier perjuicio producto de la comisión del delito sea resarcido, con 
medidas que sobrepasen el terreno de lo patrimonial, abriendo así la posibilidad de escuchar a la 
víctima para determinar la manera en que espera sea restituido su derecho y teniendo en 
consideración por supuesto la forma para ella más idónea y conveniente de hacerlo. 
El restablecimiento del derecho por su parte, pretende ubicar a la víctima en el lugar que se 
encontraba antes de ser afectada por el ilícito, para que el daño que se le causó desaparezca y se 
restablezca la situación anterior al delito, este derecho ha sido la apuesta del constituyente para 
dar una posibilidad real a los afectados de recuperar lo que injustamente les fue arrebatado y que 
puedan sentar su posición frente al detrimento del que fueron víctimas, aun cuando dentro del 
proceso no sea posible determinar en cabeza de quien recae la responsabilidad, pues es claro que 
no se es víctima solo frente al responsable de la conducta, sino también respecto al hecho 
cometido. 
Finalmente, puede decirse que si bien existen factores que diferencian estas dos medidas 
(como la necesidad de sentencia condenatoria para la obtención de reparación integral, situación 
que cambia con el restablecimiento del derecho, pues no requiere de sentencia para su 
procedencia), los derechos de las víctimas se relacionan de manera complementaria y al 
encontrar soporte propiamente en los fines del Estado y en la dignidad de quienes se ven 
expuestos a las diferentes conductas punibles, tienen finalidades paralelas, como impedir que el 
 delito siga causando efectos y dar a la víctima la oportunidad de recuperar y ver restituido el 
derecho del que se vio despojada injustamente. Prueba de esto es que, para algunos autores, el 
restablecimiento del derecho se fundamenta en la posibilidad de materializar los derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación, entendiendo este último como el medio legítimo para que el 
daño causado sea enmendado, mediante la utilización de diversos instrumentos no solo 
económicos que buscan dar un aliciente a la víctima y resarcir el perjuicio sufrido, por lo que 
resulta claro que las características propias de los dos conceptos les permiten integrarse de 
manera armónica en el ordenamiento.  
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